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Bogotá D.C.,  veinte (20) de junio de dos mil doce (2012)
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REF: Expediente núm. 2007-00186.

Acción: Nulidad.

Actor: PROCURADURÍA DELEGADA PARA ASUNTOS AMBIENTALES.
La Sala decide, en única instancia, la demanda promovida por la Procuraduría Delegada para Asuntos Ambientales y Agrarios en contra de la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca –CVC-, tendiente a obtener la declaratoria de nulidad de la Resolución núm. DG 570 de 23 de noviembre de 2004, expedida por el Director General de la entidad demandada.

 

I.- ANTECEDENTES.
I.1.- La Procuraduría Delegada para Asuntos Ambientales y Agrarios, en ejercicio de la acción de nulidad consagrada en el artículo 84 del C.C.A., presentó demanda ante esta Corporación, tendiente a obtener la siguiente declaración: 

Se decrete la nulidad del texto completo de la Resolución núm. DG 570 de 23 de noviembre de 2004, expedida por el Director General de la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca – CVC- “por medio de la cual se establecen requisitos para la presentación de planes, planes básicos y esquemas de ordenamiento territorial municipal a la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca –CVC-, para la concertación en los asuntos ambientales para su adopción, revisión, modificación o ajuste; y se derogan las Resoluciones CVC DG 211 y  DG 292 de 1999”.

I.2.- La parte actora, en síntesis, fundamentó sus hechos de la siguiente forma: 
Señaló que la entidad demandada, a través de su Director General, expidió la Resolución núm. DG 570 de 23 de noviembre de 2004, la cual fue publicada en el Boletín de Actos Administrativos Ambientales de la CVC, correspondiente al período  noviembre- diciembre de 2005, un año después de su expedición, según informa el citado Director General de la CVC a la Procuraduría General, mediante escrito 110-05-0092-2006 de 30 de enero de 2006.

Indicó que la norma acusada, en su artículo primero estableció un procedimiento para la concertación del plan de ordenamiento territorial que cada uno de los municipios del Valle del Cauca debe presentar a la CVC, así como los proyectos del plan de ordenamiento para su concertación, creando entre otras figuras, la consistente en que la demandada tiene la facultad de resolver, a través de un acto administrativo unilateral, la concertación, decisión contra la cual procede recurso de reposición a favor del Municipio.

Agregó que los artículos 2º y 3º del acto demandado, asignan funciones a los municipios, no previstas por la Ley 507 de 1999, dentro de un término que el legislador no ha fijado.

Añadió que en lo que respecta a los artículos 4º y 5º, ibídem, contemplan la orden de enviar copia de dicha Resolución al Ministerio de Ambiente, a los Alcaldes Municipales e incorporarla en el Manual de Procedimiento de la CVC.

Adicionó que en cuanto al último artículo, esto es el 6º, en principio no sería demandable, por cuanto la CVC efectivamente tiene competencia para derogar sus propios actos, pero que se ataca por cuanto establece una derogatoria genérica de toda norma que en su contexto pueda serle contraria.

Precisó que la Resolución núm. DG 570 de 2004, reglamenta la Ley 388 de 1997 y 507 de 1999, en lo atinente a la regulación del trámite de concertación de los aspectos ambientales de los planes básicos y esquemas de ordenamiento territorial, sin tener competencia legal para ello.

Afirmó que la CVC a través del acto censurado, instituye unilateralmente un procedimiento para la concertación entre la autoridad ambiental y los municipios, excediendo la regulación que sobre la materia prevén las Leyes 388 de 1997 y 507 de 1999, estableciendo además un recurso de reposición que la norma legal no prevé.  

I.3.- En apoyo de sus pretensiones, la parte actora adujo la violación de los artículos 29 y 31 de la Ley 99 de 1993 (que respectivamente, fijan las funciones del Director General de la Corporación Autónoma Regional y determinan las funciones de dichas Corporaciones); 121, 189-11 y 311 de la Constitución Política (que respectivamente, establecen que ninguna autoridad puede ejercer funciones diferentes a las que se le atribuyan; asigna al Presidente de la República la función de reglamentar las leyes; y, prevén que a los municipios les corresponde cumplir funciones que le asignen la Constitución y la Ley). En síntesis, señaló los siguientes cargos de violación:

“FALTA DE COMPETENCIA DE LA CVC PARA REGLAMENTAR LA LEY 388 DE 1997 Y 507 DE 1999 EN CUANTO HACE REFERENCIA AL PROCEDIMIENTO DE CONCERTACIÓN ENTRE EL MUNICIPIO Y LA CORPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL”

Manifestó que la entidad demandada, carece de competencia para expedir actos que materialmente cumplan la función de reglamentar la ley en sentido formal.

Expresó que la Resolución núm. DG 570 de 2004 (demandada), reglamenta el procedimiento legal de concertación en los aspectos exclusivamente ambientales de los planes de ordenamiento territorial entre la CVC y los 42 municipios del Valle del Cauca.

Sostuvo que entre las competencias  y funciones asignadas por el legislador a la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca –CVC- y a su Director General a través de la Ley 99 de 1993 y el Decreto 1275 de 21 de junio de 1994, no existe alguna que le habilite para expedir normas reglamentarias de las Leyes de la República.  Tampoco existe norma que lo autorice para asignar competencias y funciones a los Municipios de su jurisdicción.  La competencia para reglamentar leyes está asignada al Presidente de la República, por disposición del numeral 11 del artículo 189 de la Carta Política.

Señaló que tampoco existe norma legal que faculte o habilite a la CVC y por ende a su Director General para expedir acto alguno con el objeto de reglamentar el proceso de concertación previsto por las Leyes 388 de 1997 y 507 de 1999, en relación con los asuntos exclusivamente ambientales de los planes de ordenamiento territorial.

Reiteró, que no existe norma legal que le otorgue a la CVC facultad y competencia para reglamentar el artículo 1º de la Ley 507 de 1999, por lo que de esta manera, se concreta la primera de las causales de nulidad del acto que se acusa, circunstancia que es grave, ya que por norma Constitucional, los agentes públicos no pueden hacer aquello para lo cual no están expresamente autorizados, debiendo circunscribir siempre sus actuaciones a los principios, valores y límites expresamente fijados por las leyes que les asignen competencia y funciones.

“VIOLACIÓN DE NORMAS DE SUPERIOR JERARQUÍA”

Indicó que el artículo 311 de la Constitución Política, instituyó al Municipio como entidad fundamental de la división político administrativa del Estado Colombiano y lo dotó de autonomía para la gestión de sus intereses, en el marco de la Constitución y la Ley.  Adicionalmente le asignó funciones al Concejo Municipal de reglamentar los usos del suelo, dentro del marco de la Ley, aspecto que se concreta en la función de aquellos de elaborar, adoptar y hacer cumplir los planes de ordenamiento territorial y velar por la protección del patrimonio ecológico municipal.

Mencionó que la norma demandada se expidió en ejercicio de la facultad reglamentaria de la Ley, propia y exclusiva del Gobierno Nacional, conforme a lo preceptuado en el artículo 189, numeral 11 de la Carta Política.

Adujo que la Resolución acusada, también usurpa una función exclusiva del Congreso de la República, al definir y asignar funciones a los Municipios del Valle del Cauca, pues reiteró que las competencias de dichos entes territoriales están dadas por la Constitución Política y la Ley.

Consideró que el acto acusado, no se expidió con fundamento en el principio de rigor subsidiario, reglamentado por el artículo 63 de la Ley 99 de 1993, por cuanto estaría excediendo su marco filosófico y jurídico, consistente en que a partir de una norma ambiental del orden nacional, la autoridad regional podría hacer más restrictivos o exigentes algunos parámetros normativos para el control del deterioro ambiental de su jurisdicción y reparar o prevenir daños ambientales.

Expresó que la Ley 388 de 1997, modificada por la Ley 507 de 1999, estableció la concertación entre el Municipio y la respectiva autoridad ambiental, como un mecanismo para discutir, confrontar, dialogar y acordar aquellos aspectos exclusivamente ambientales de los planes de orden local, partiendo del principio, según el cual, tanto la Corporación como el Municipio tienen el deber estatal de proteger las riquezas naturales de la Nación.

Precisó que el proceso de concertación de los aspectos exclusivamente ambientales de los planes de ordenamiento territorial entre las Corporaciones Autónomas Regionales  y los Municipios, tiene una falencia consistente en la falta de reglas legales precisas y claras que fijen los detalles del procedimiento a seguir.  Esta circunstancia ha facilitado que cada Corporación implemente su propio modelo de concertación, llegando al extremo de expedir regulaciones que lesionan los derechos constitucionales de las entidades territoriales y a cambiar el sentido y alcance de la concertación prevista en la Ley, convirtiendo ese proceso en uno de aprobación y revisión integral, como lo es el caso objeto de la presente demanda.

Afirmó que la Ley es precisa, pues se trata de un proceso de concertación y no de revisión o aprobación y así lo confirma la parte final del parágrafo 6º del artículo 1º de la Ley 507 de 1999, cuando dispone que aquellos aspectos sobre los cuales no se logre concertación (Municipio- Corporación) el Ministerio de Ambiente intervendrá con el fin de decidir sobre los puntos de desacuerdo en un término máximo de 30 días.

Sostuvo que la entidad demandada tiene la función legal (Ley 507 de 1999, artículo 1º, parágrafo 6º) consistente en concertar con los 42 municipios del Valle del Cauca los aspectos exclusivamente ambientales de los planes de ordenamiento territorial.  La Ley no le asigna funciones para reglamentar dicho proceso de concertación, tampoco está la CVC facultada para instituir por vía reglamentaria el recurso de reposición contra sus propios actos.  Los recursos contra los actos administrativos es una potestad del legislador y eventualmente del Gobierno, según las circunstancias particulares del tema objeto de regulación.

Manifestó que reglamentar la CVC un proceso de concertación entre el Municipio y la Corporación, para quitarle su naturaleza y convertirlo en un trámite de revisión y aprobación prácticamente unilateral, como lo hizo con la expedición de la Resolución núm. DG 570 de 2004, resulta un hecho jurídicamente contrario a los artículos 6º, 113, 121 y 287 de la Constitución Política. (Folios 55 a 62 del expediente).

  II-. TRAMITE DE LA ACCIÓN.

A la demanda se le imprimió el trámite del procedimiento ordinario, en el cual se surtió la etapa de admisión, se surtieron las etapas de fijación en lista, probatoria y de alegaciones.

II.1. CONTESTACIONES DE LA DEMANDA.

La Corporación Regional del Valle del Cauca- CVC-, a través de apoderada, contestó la demanda, se opuso a la prosperidad de sus pretensiones y fundamentó su oposición, en esencia, en lo siguiente: 

Que la CVC en cabeza de su Director General NO está reglamentando la Ley, pues lo que está haciendo es garantizar el cumplimiento de la misma a través de un procedimiento unificado que permita garantizar la etapa de concertación de los asuntos ambientales de los “POTS, PBOTS o EOTS”, dentro de un término legal y perentorio de treinta (30) días hábiles.

Estimó que la concertación de los “POTS, PBOTS o EOTS” indiscutiblemente se realiza dentro del marco de la Ley 507 de 1999, y la dinámica es que tanto la autoridad ambiental CVC como el ente territorial municipal se sienten en una mesa a analizar y llegar a puntos de encuentro en los temas ambientales que son fundamentales en dichos instrumentos de planificación, como por ejemplo: calidad ambiental, amenazas y riesgos, recurso hídrico, flora, fauna, áreas protegidas, espacio público, paisaje, entre otros.

Señaló que precisamente en desarrollo del mandato Constitucional, la Ley 99 de 1993, creó en su artículo 63, principios como la armonía regional y la gradación normativa. Asimismo en su artículo 31, numeral 5º, estableció como función de las Corporaciones Autónomas Regionales la de “participar con los demás organismos y entes competentes en el ámbito de su jurisdicción de los procesos de planificación y ordenamiento territorial a fin de que el factor ambiental sea tenido en cuenta en las decisiones que se adopten”, y el numeral 31 “sin perjuicio de las atribuciones de los municipios y distritos en relación con la zonificación y el uso del suelo, de conformidad por lo establecido en el [Artículo 313 numeral 7º de la Constitución Nacional], las Corporaciones Autónomas Regionales establecen las normas generales y las densidades máximas a las que se sujetarán los propietarios de vivienda en áreas suburbanas y en cerros y en montañas, de manera que se protejan el medio ambiente y los recursos naturales.  No menos del 70% del área a desarrollar en dichos proyectos se destinará a la conservación de la vegetación nativa existente”.
Indicó que la Ley 388 de 1997, en su artículo 1º, numeral 1º, establece dentro de los principios el de armonizar y actualizar las disposiciones contenidas en la Ley 9ª de 1989 con las nuevas normas establecidas en la Constitución 
Política, la Ley Orgánica del Plan de Desarrollo, la Ley Orgánica de Áreas Metropolitanas y la Ley por la que se crea el Sistema Nacional Ambiental.  En ese mismo orden, el artículo 24, numeral 1º ibídem, estableció que el proyecto del Plan de Ordenamiento Territorial se debe someter a consideración de la Corporación Regional o autoridad ambiental correspondiente, para su aprobación en lo concerniente a los asuntos exclusivamente ambientales, dentro del ámbito de su competencia.

Afirmó que la Ley 507 de julio 28 de 1999 (modificatoria de la Ley 388 de 1997), en su artículo 1º, parágrafo 6º, establece que el proyecto de Plan de Ordenamiento Territorial (POT) se debe someter a consideración de la Corporación Autónoma Regional o autoridad ambiental correspondiente, a efectos de que conjuntamente con el municipio y/o distrito concierten lo tocante a los asuntos exclusivamente ambientales, dentro del ámbito de su competencia, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 99 de 1993, para lo cual dispondrá de treinta (30) días, y una vez surtida la consulta al Consejo Territorial de Planeación, se continuará con la instancia de aprobación.

Finalmente sostuvo que la Resolución CVC DG 570 de 2004, es un instrumento de apoyo y asesoría a los municipios a través del cual se realizan algunas precisiones respecto a la forma en que los municipios deben cumplir con los requisitos que exige la Ley 388 de 1997 y sus Decretos Reglamentarios, para efectos del sometimiento a consideración de la Corporación de los proyectos del POT para su adopción, seguimiento y ajustes, sin hacer exigencias adicionales. (Folios 99 a 107 del expediente).

III-. ALEGATO DEL MINISTERIO PÚBLICO.

El señor Agente del Ministerio Público, en su vista de fondo, se muestra partidario de que se nieguen las pretensiones de la demanda, por lo siguiente:

Que según las facultades otorgadas al Director General y a la Corporación Autónoma Regional, la CVC es competente para establecer los requisitos para la presentación de planes y esquemas del ordenamiento territorial, con el objeto de concertar los asuntos ambientales para su adopción, revisión, modificación o ajuste, de conformidad con lo normado en los artículos 29 y 31 de la Ley 99 de 1993.

Sostuvo que la Corte Constitucional revisó la disposición anterior y sobre la concertación precisó, que las Corporaciones Autónomas Regionales, están encargadas de administrar dentro del área de su jurisdicción, el medio ambiente y los recursos naturales renovables para asegurar su desarrollo sostenible.  Consideró que en el marco general de sus funciones, se les reconoce como máximas autoridades ambientales a nivel de sus respectivas jurisdicciones, asignándoles la labor de participar con los demás organismos y entes competentes en los respectivos procesos de planificación y ordenamiento territorial.

Explicó que dentro de este contexto, el Director General de la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca- CVC-, expidió la Resolución acusada, de conformidad con los principios  consagrados en el artículo 288, parágrafo 2º de la Carta, relacionados con la Coordinación, concurrencia y subsidiariedad que debe existir en los términos de ley, previstos en el artículo 1º, numeral 1º de la Ley 388 de 1997, en armonía con las disposiciones contenidas en la Ley 9ª de 1989 y las disposiciones relativas a la Ley Orgánica del Plan de Desarrollo, a la Ley Orgánica de Áreas Metropolitanas y a la Ley que crea el Sistema Nacional Ambiental.

Expresó que la Resolución núm. DG 570 acusada, se limita a establecer unos mecanismos o instrumentos para lograr la concertación de los proyectos del plan de ordenamiento territorial en lo atinente exclusivamente al manejo del ambiente en el ámbito de la jurisdicción de la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca, sin que ello implique un desbordamiento de la competencia de la autoridad ambiental.

Precisó que en el sub lite, no puede hablarse de exceso en el ejercicio de la potestad reglamentaria, pues mientras ésta se deriva de la facultad otorgada por el artículo 189, numeral 11, de la Carta, en virtud de la cual el Presidente de la República puede expedir los decretos reglamentarios para la cumplida ejecución de la ley, la Resolución acusada se expidió en ejercicio de las competencias otorgadas a la CVC en las Leyes 99 de 1993 y 507 de 1999.

Indicó que lo que hizo la entidad demandada fue establecer, en ejercicio de sus competencias, un mecanismo para dar agilidad al proceso de concertación el cual está a su cargo, desde su condición de máxima autoridad ambiental en su jurisdicción.

Concluyó que en virtud de lo anterior, el cargo relativo a la “violación de las normas de superior jerarquía referido a los artículos 121, 189 -11, 311 de la Constitución Política” no tiene vocación de prosperar, pues en razón de la naturaleza jurídica del acto acusado, este no fue proferido en ejercicio de la potestad reglamentaria, luego su control si bien está sujeto a la ley que le sirve de fundamento, debe hacerse con base en el estudio de las competencias propias de la CVC y teniendo en cuenta que tal ejercicio se materializa a través de actos administrativos de carácter general.

Respecto del desconocimiento del principio de autonomía de los entes territoriales, consideró que tal situación no se configura, por cuanto el acto acusado establece un procedimiento meramente formal, que no afecta la competencia de los entes territoriales y que, por el contrario, se torna en un instrumento necesario para lograr el mecanismo de la concertación.

Afirmó que la participación territorial es determinante y así lo reconoce la Resolución en cuestión, por ende, no puede decirse que se desconocieron las competencias o la autonomía  de las entidades territoriales en el acto demandado, pues resulta evidente que ellas siguen teniendo injerencia directa en la expedición de las decisiones ambientales, en el contexto de la necesaria concertación con la Corporación Autónoma Regional, para efectos de su promulgación.

Manifestó que la Corte Constitucional, en sentencia C-544 de 2007, señaló que la Carta Política establece en materia ambiental una competencia compartida entre los niveles central y territorial, de modo que, por un lado, le corresponde al legislador expedir la regulación básica nacional, y, el por el otro, le compete tanto a las entidades territoriales, como a las Corporaciones Autónomas Regionales, dictar normas y adoptar las decisiones pertinentes para gestionar sus propios intereses, dentro de la circunscripción competente.

Resaltó que dentro de este contexto jurisprudencial y en aplicación de los principios de rigor subsidiario y gradación normativa, la regulación en materia ambiental compete a las autoridades ambientales de manera transversal y, por lo tanto, tales autoridades deben participar en su desarrollo y ejecución de manera conjunta y coordinada, de acuerdo con las necesidades propias de la región.

Finalmente, estimó que para efectos de tomar las decisiones en materia ambiental de manera concertada, la CVC puede adoptar en ejercicio de sus competencias el procedimiento para regular el mecanismo de concertación de los entes territoriales, razón por la cual no se vulnera la autonomía administrativa de los municipios con la expedición de la Resolución DG 570, pues para lograr la regulación necesaria de los planes para integrarlos al POT, a través de la concertación, deben buscarse elementos comunes para la discusión y unificar los criterios necesarios para tal efecto. (Folios 128 a 141 del expediente).

IV-. CONSIDERACIONES DE LA SALA:

El presente asunto se contrae a establecer la legalidad de la Resolución núm. DG 570 de 23 de noviembre de 2004, expedida por la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca- CVC-.

La Resolución acusada, es del siguiente tenor:

“RESOLUCIÓN No. DG 570 DE 2004,

(NOVIEMBRE 23 DE 2004) 

 ‘POR MEDIO DE LA CUAL SE ESTABLECEN REQUISITOS PARA LA PRESENTACIÓN DE PLANES, PLANES BÁSICOS Y ESQUEMAS DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL MUNICIPAL A LA CORPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL DEL VALLE DEL CAUCA- CVC-, PARA LA CONCERTACIÓN EN LOS ASUNTOS AMBIENTALES PARA SU ADOPCIÓN REVISIÓN, MODIFICACIÓN O AJUSTE; Y SE DEROGAN LAS RESOLUCIONES CVC DG 211 Y DG 292 DE 1999’

El Director General de la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca- CVC-, en uso de sus facultades Constitucionales, Legales y Estatutarias, en especial de las conferidas por la Ley 99 de 1993, Ley 388 de 1997, Decreto 879 de 1998, Ley 507 de 1999, Decreto 932 de 2002, Ley 810 de 2003, Ley 902 de 2004; y demás normas reglamentarias, y;

CONSIDERANDO:

(…)

RESUELVE:

ARTÍCULO PRIMERO. Establecer el siguiente procedimiento para la concertación del Proyecto de Plan, Plan Básico o Esquema de Ordenamiento Territorial, que presente a la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca –CVC-cada uno de los municipios, por intermedio de su Alcalde o Director de Departamento Administrativo de Planeación correspondiente, para su adopción, modificación o ajuste:

1. PRESENTACIÓN Y RADICACIÓN. El proyecto de Plan, Plan Básico o Esquema de Ordenamiento Territorial para adopción, revisión, modificación o ajuste, deberá ser presentado a la CVC- Oficina de Gestión Ambiental Territorial OGAT con jurisdicción en cada municipio, únicamente por el Alcalde Municipal o su Director de Departamento Administrativo o de Planeación Municipal.

2. PRESENTACIÓN PARA ADOPCIÓN.  El Proyecto del Plan, Plan Básico o Esquema para adopción, deberá presentarse con los documentos de soporte, en los términos establecidos en el Decreto 879 de 1998, incluyendo los siguientes:

a. Documento Técnico.

b. Una síntesis del diagnóstico, fundamento de la formulación, para su adopción.

c. La formulación propiamente dicha de los términos del artículo 18 del Decreto 879 de 1998.

d. El programa de ejecución, con la priorización de las acciones a realizar en el corto plazo,  como dispone el artículo 18 del Decreto 879 de 1998.

e. La cartografía del área rural y urbana deberá presentarse de acuerdo con la información disponible por el municipio y a la escala apropiada para la comprensión del problema.  Igualmente, se deberá incluir la cartografía síntesis de diagnóstico y de formulación, en los términos del parágrafo del artículo 20 del Decreto 879 de 1998.

f. Documento resumen a que se refiere el artículo 19 del Decreto 879 de 1998.

g. Proyecto de acuerdo de adopción del Plan, Plan Básico o Esquema consagrado en el artículo 20 del Decreto 879 de 1998.

1.2 PRESENTACIÓN PARA REVISIÓN, MODIFICACIÓN O AJUSTE. El proyecto de revisión del Plan, Plan Básico o Esquema de Ordenamiento Territorial o de alguno de sus contenidos, deberá acompañarse, por lo menos de los siguientes documentos y estudios técnicos, sin perjuicio de aquellos que sean necesarios para la correcta sustentación del mismo a consideración de la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca:

a. Memoria justificativa indicando con precisión, la necesidad, la conveniencia y el propósito de las modificaciones que se pretenden efectuar.

b. Estudio técnico de soporte sobre los hechos, conclusiones o circunstancias que dan lugar a la revisión, en los términos de los artículos 28 de la Ley 388 de 1997 y 4 del Decreto 932 de 2002, según sea el caso. Adicionalmente se anexará la descripción técnica  y la evaluación de sus impactos sobre el Plan de Ordenamiento vigente.

c. Proyecto de Acuerdo con los anexos y documentación requerida para la aprobación de la revisión.

d. Dictamen técnico del Consejo Consultivo de Ordenamiento Territorial.

1.2.1. Cuando se trate de la revisión general del Plan de Ordenamiento Territorial que suponga la reformulación completa del Plan vigente, además de los documentos que en este artículo se señalan el proyecto de revisión deberá acompañarse de los documentos que se señalan en el artículo 17 de Decreto 879 de 1998 o la norma que lo sustituya, modifique o adicione.  Asimismo deberá incorporarse al proyecto de revisión la evaluación de los resultados obtenidos respecto de los objetivos planteados en el Plan de Ordenamiento Territorial vigente.

1.2.2. Cuando se trate de la revisión parcial de los contenidos de corto y mediano plazo de los componentes urbano y rural del Plan, además de los documentos que en este artículo se señalan, el proyecto de revisión incorporará la evaluación de los resultados de las decisiones, acciones, actuaciones, programas y proyectos ejecutados en dichos horizontes y la aplicación de las normas generales vigentes en el respectivo Plan.

1.2.3. Toda revisión, modificación o ajuste de Planes, Planes Básicos o Esquemas de Ordenamiento Territorial, deberá ir acompañada del Plan adoptado inicialmente en toda la cartografía y documentos técnicos definitivos que soportan el Plan desde su adopción así como todas las modificaciones que haya surtido el mismo.

1.3. RADICACIÓN: Los documentos que hacen parte del Proyecto para adopción, revisión, modificación o ajuste del Plan deberán ser radicados en la Oficina de Gestión Ambiental Territorial –OGAT- de la CVC, con un oficio de remisión del Alcalde Municipal, en la cual manifieste de forma expresa que presenta el Proyecto de Plan para concertación para la Corporación para que su adopción, ajuste o modificación, como la relación de los documentos y mapas que lo acompañan.

1.3.1. Los documentos deberán ser presentados en original y copia y se entregará además en medio magnético con el contenido del proyecto, incluidos los mapas así estos fueron elaborados en cartografía digital.

1.4. ACTA DE RECIBO: En el acta de entrega del proyecto para adopción, revisión. Modificación o ajuste del Plan, con todos los documentos que lo acompañan, el Jefe de la Oficina de Gestión Ambiental –OGAT- de la CVC, elaborará un ACTA DE RECIBO en la cual se dejara constancia de qué documentos se aportaron por el Alcalde Municipal o su Director de Departamento Administrativo de Planeación Municipal.

1.5. Una vez recepcionada la información, el Jefe de la Oficina de Gestión Ambiental –OGAT- de la CVC, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes, convocará a su equipo interdisciplinario de trabajo, a fin de analizar los documentos presentados para la adopción, revisión, modificación o ajuste del Plan, Plan Básico o Esquema de Ordenamiento Territorial, reúnen los requisitos para iniciar la concertación.

1.6. AUTO DE INICIACIÓN DEL TRAMITE: Del resultado del análisis anterior, Jefe de la Oficina de Gestión Ambiental Territorial competente, expedirá el AUTO DE INICIACIÓN DEL TRAMITE DE CONCERTACIÓN, el proyecto de adopción, modificación o ajuste del Plan Básico o Esquema de Ordenamiento Territorial, siempre y cuando reúna todos los documentos y requisitos establecidos conforme a la Ley 388 de 1997 y demás normas reglamentarios.

1.6.1. En caso de que al Proyecto presentado le falten documentos o requisitos establecidos, la CVC notificará este hecho al Alcalde Municipal y por escrito devolverá el Proyecto de Plan presentado conforme al procedimiento reglado en la presente resolución.

1.6.2. En ningún evento el término entre la expedición del acta de recibo y el auto de iniciación u oficio de devolución podrá ser superior a cinco (5) días hábiles.

1.6.3. Del Auto de iniciación del trámite de concertación o del oficio de devolución, el Jefe de la Oficina de Gestión Ambiental –OGAT- enviará copia al Director General, a las Subdirecciones de Conocimiento Ambiental Territorial -COAT-, Direccionamiento Estratégico Corporativo-DEC- e Intervenciones Territoriales para la Sostenibilidad –ITS-,  y a la Secretaría General.

2. CONCERTACION:

2.1. Una vez expedido el Auto de Iniciación del Trámite de Concertación, el Jefe de la Oficina de Gestión Ambiental fijará las fechas y los temas en que se desarrollará la etapa de concertación (para adopción, revisión, modificación o ajuste del Plan) y convocará al Municipio y, de acuerdo a la temática a las Subdirecciones de Conocimiento Ambiental Territorial- COAT-, Direccionamiento Estratégico Corporativo –DEC-, Intervenciones Territoriales para la Sostenibilidad –ITS-, y a la Secretaría General, a fin de que deleguen el personal que apoyará el equipo interdisciplinario de la Oficina de Gestión Ambiental Territorial durante las fechas de concertación.

2.2. A las reuniones de concertación asistirán: POR CVC. El Jefe de la Oficina de Gestión Ambiental Territorial y su equipo de concertación, el cual será liderado por el Profesional encargado de los procesos de planificación, un representante de cada uno de los procedimientos asignados a la Oficina de Gestión Ambiental Territorial, el Abogado de la Secretaría General adscrito a la Oficina de Gestión Ambiental Territorial, y los representantes de las Subdirecciones del COAR, DEC, ITS y la de Planeación y el equipo delegado expresamente para Concertar con la CVC, el cual deberá designarse por escrito.

2.3.Los temas que será necesario abordar en la Concertación de adopción, modificación o ajuste de los POTS son entre otros:

(…)

En caso de que sea necesario agregar temas que se encuentren dentro de las competencias de la autoridad ambiental, estos se incorporarán a la agenda de concertación.
3.  ACTAS DE CONCERTACIÓN: De las reuniones de Concertación se levantarán actas firmadas por el Jefe de a la Oficina de Gestión Ambiental Territorial y el Alcalde Municipal o el Director de la Oficina de Planeación, en las cuales constará: El personal asistente, los temas a concertar, Propuesta del Municipio, Propuesta de la CVC y decisión final.
3.1. CONCEPTO: Una vez finalizada la etapa de concertación y firmadas las actas, el Jefe de a la Oficina de Gestión Ambiental Territorial - elaborará concepto general dirigido al Director General, en el cual y con base en el resultado de la Concertación del Plan, Plan Básico o Esquema de Ordenamiento Territorial para su adopción, revisión, modificación o ajuste.
3.2. La el Jefe de a la Oficina de Gestión Ambiental Territorial enviará a la Secretaría General para revisión, previa a la firma del Director General, con una antelación de tres (3) días hábiles previos al vencimiento del término de los treinta (30) días hábiles con que cuenta la etapa de Concertación, el proyecto de Resolución para la firma del Director General y el concepto escrito donde se recomienda la aprobación o no de la etapa de Concertación del proyecto de adopción, revisión, modificación o ajuste del respectivo Plan, Plan Básico o Esquema de Ordenamiento Territorial firmado por el  Jefe de a la Oficina de Gestión Ambiental Territorial.
3.3. La Corporación evaluará el proyecto del Plan presentado para su adopción, revisión, modificación o ajuste, de acuerdo a lo estipulado en la Ley 388 de 1997 y demás normas reglamentarias; para lo cual expedirá resolución motivada por medio de la cual Concierta y aprueba u objeta, la concertación en los asuntos ambientales de la adopción, revisión modificación o ajuste del Plan, Plan Básico o Esquema de Ordenamiento Territorial Municipal presentado; la cual se notificará personalmente al Alcalde Municipal, Director de Planeación Municipal o a su apoderado legalmente establecido, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes o en su defecto por edicto.
3.4. Contra la Resolución que apruebe la concertación de la adopción, revisión, modificación o ajuste del Plan, Plan Básico o Esquema de Ordenamiento Territorial Municipal procede por vía gubernativa el Recurso de Reposición ante el Director General de la CVC, el cual deberá interponerse por escrito dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la notificación personal o por edicto.
3.5. En caso de objetarse la concertación de la adopción, revisión, modificación o ajuste del Plan en sus aspectos ambientales, se remitirá copia de la Resolución al Ministerio del Medio Ambiente y Desarrollo Territorial dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la fecha de notificación de la Resolución.
ARTÍCULO SEGUNDO: Una vez adoptado el Plan, Plan Básico o Esquema de Ordenamiento Territorial de conformidad con la Ley 388 de 1997 y normas reglamentarias, y revisado, modificado o ajustado, el Consejo Municipal deberá remitir a la Oficina de Gestión Ambiental Territorial – OGAT- correspondiente, una copia auténtica del acuerdo yd e los documentos y de soporte que lo integran, a más tardar dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a su adopción, así como una copia en medio magnético de los mismos, los cuales permanecerán una en el centro de Documentación de la Oficina de Gestión Ambiental Territorial y otra en el Central, como herramienta para el seguimiento en la implementación del Plan.

ARTÍCULO TERCERO: La remisión del Plan, Plan Básico o Esquema de Ordenamiento Territorial aprobado por el Consejo Municipal, será requisito previo para cualquier relación que se requiera la Organización e intervención Territorial del Municipio con la Corporación y para aprobación de proyectos que estén contemplados en el Plan, Plan Básico o Esquema de Ordenamiento Territorial aprobado y concertado con la CVC.

ARTÍCULO CUARTO: Enviar copia de la presente Resolución al Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, a la Gobernación del Valle del Cauca, a los Jefes de Oficina de Gestión Ambiental Territorial – OGAT-, a las Subdirecciones de Conocimiento Ambiental Territorial -OGAT-, Direccionamiento Estratégico Corporativo –DEC-, Intervenciones Territoriales para la Sostenibilidad –ITS-, Secretaría General.

ARTÍCULO QUINTO: Incorporar el presente procedimiento al Manual de la Subdirección de Intervenciones Territoriales para la Sostenibilidad.

ARTÍCULO SEXTO: La presente resolución deroga las Resoluciones DG 211 de 1999, DG 292 de 1999 y demás normas contrarias”

A juicio de la actora, con la expedición del acto acusado se presentó una “FALTA DE COMPETENCIA DE LA CVC PARA REGLAMENTAR LA LEY 388 DE 1997 Y 507 DE 1999 EN CUANTO HACE REFERENCIA AL PROCEDIMIENTO DE CONCERTACIÓN ENTRE EL MUNICIPIO Y LA CORPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL” y una “VIOLACIÓN DE LAS NORMAS DE SUPERIOR JERARQUÍA”, por cuanto la demandada consagró un trámite administrativo referente a los Planes de concertación de las entidades territoriales, sin tener competencia para ello, pues en su sentir, la CVC al expedir la Resolución censurada, reglamentó la ley en sentido formal, sin tener autorización, por lo que se vulneraron las Leyes 99 de 1993 (artículos 29 y 31), 388 de 1997, 507 de 1999 y los artículos 121, 189-11 y 311 de la Constitución Política.

En virtud de lo anterior, la Sala estima pertinente establecer la naturaleza jurídica de las Corporaciones Autónomas Regionales a efectos de determinar su competencia y en consecuencia, concluir si con la expedición del acto acusado ésta fue desbordada.

Al efecto, la Sala trae a colación la sentencia de 25 de marzo de 2010, radicación núm.: 2004-00306-01, actor: Corporación Autónoma Regional de Boyacá, demandado: Gobierno Nacional, Consejera ponente: doctora: MARIA CLAUDIA ROJAS LASSO, en la cual se señaló:

“2.2.1.
Naturaleza jurídica de las Corporaciones Autónomas Regionales.

En la sentencia C-593 de 1995 
 la Corte señaló:

‘Las corporaciones autónomas regionales son entidades administrativas del orden nacional que pueden representar a la Nación dentro del régimen de autonomía que les garantiza el numeral 7º del artículo 313 de la Constitución, y están concebidas por el Constituyente para la atención y el cumplimiento autónomo de muy precisos fines asignados por la Constitución misma o por la ley, sin que estén adscritas ni vinculadas a ningún ministerio o departamento administrativo; además, y en la medida definida por el legislador, respetando su autonomía financiera, patrimonial, administrativa y política, pueden ser agentes del Gobierno Nacional, para cumplir determinadas funciones autónomas en los casos señalados por la ley. Aquellas entidades, son organismos administrativos intermedios entre la Nación y las entidades territoriales, y entre la administración central nacional y la descentralizada por servicios y territorialmente, que están encargados, principalmente, aun cuando no exclusivamente, de funciones policivas, de control, de fomento, reglamentarias y ejecutivas relacionadas con la preservación del ambiente y con el aprovechamiento de los recursos naturales renovables, lo cual, y dentro del marco de lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 339 de la Carta Política, las autoriza para participar, en los casos señalados en la ley, como agentes del Gobierno Nacional, en los procesos de elaboración y adopción concertada de los planes de desarrollo de las entidades territoriales, y en la armonización de políticas y de normas regulatorias que se dicten por las distintas autoridades competentes, como en el caso del numeral 7º del artículo 313 de la Carta Política, con el objeto de asegurar el uso eficiente de sus recursos y el desempeño adecuado de las funciones que les hayan sido asignadas.’ (sentencia C-593 de 1995, M. P., doctor Fabio Morón Díaz)
Sobre el mismo tema señaló la Corte Constitucional en la sentencia C-262 de 1995 lo siguiente: 
‘Como se dejó en claro más arriba, en este asunto existen suficientes razones para fundamentar la distinción entre empleados públicos y trabajadores oficiales y para entender que las Corporaciones Autónomas Regionales son entidades que cumplen cometidos públicos de interés del Estado y de la Comunidad, que ejecutan planes, políticas, y proyectos sobre el medio ambiente y los recursos naturales, y que deben dar cumplida y oportuna aplicación a las normas legales y reglamentarias sobre su manejo y aprovechamiento, lo cual puede ser atendido por empleados públicos, según la definición que de su régimen haga la ley.’ 
 Finalmente, en la sentencia C-423 de 1994, se estableció: 
‘En virtud de lo anterior debe esta Corporación señalar que, con la promulgación de la Constitución de 1991, las corporaciones autónomas regionales mantuvieron su condición de establecimientos públicos, aunque tienen un objeto específico dado el carácter especial que el mismo Constituyente les otorgó (Art. 150-7 C.P.), y una finalidad singular cual es la de promover y encauzar el desarrollo económico y social del territorio comprendido bajo su jurisdicción, atendiendo de manera especial a la conservación, defensa y adecuado aprovechamiento de los recursos naturales.’ (Subrayas son de la Sala). 
Así pues, las Corporaciones Autónomas Regionales son establecimientos públicos del orden nacional de carácter especial en virtud del objeto específico y la autonomía que les otorgó el artículo 150-7 constitucional.” (Negrillas fuera del texto).

Es claro entonces, que las Corporaciones Autónomas Regionales son establecimientos públicos del orden nacional, que gozan de autonomía administrativa patrimonial, política y financiera, son   órganos intermedios entre la Nación y las entidades territoriales, están encargadas, entre otras, de fomentar la preservación del ambiente y del aprovechamiento de los recursos naturales renovables, en consecuencia están autorizadas para “participar como agentes del Gobierno Nacional, en los procesos de elaboración y adopción concertada de los planes de desarrollo de las entidades territoriales, y en la armonización de políticas y de normas regulatorias que se dicten por las distintas autoridades competentes”; sus funciones se dirigen a la ejecución de planes, políticas, y proyectos sobre el medio ambiente y los recursos naturales, y a dar cumplida y oportuna aplicación de las normas legales y reglamentarias sobre su manejo y aprovechamiento. 

En consecuencia, las Corporaciones Autónomas Regionales, como la demandada, están facultadas para establecer mecanismos tendientes a dar cumplimiento a las normas que ordenan la concertación de los planes de desarrollo de los municipios o distritos, entre otros, pues de esta manera llevan a cabo la labor para la cual fueron instituidas.
Establecido lo anterior, es preciso determinar si la entidad demandada vulneró las normas invocadas como violadas, para lo cual es necesario consultar el contenido de las mismas, así:

Se observa, que los artículos 121, 189-11 y 311 de la Constitución Política, respectivamente, consagran: que “Ninguna autoridad del Estado podrá ejercer funciones distintas de las que le atribuyen la Constitución y la ley”; que al Presidente de la República le corresponde “Ejercer la potestad reglamentaria, mediante la expedición de los decretos, resoluciones y órdenes necesarios para la cumplida ejecución de las leyes”; y, que “Al municipio como entidad fundamental de la división político-administrativa del Estado le corresponde prestar los servicios públicos que determine la ley, construir las obras que demande el progreso local, ordenar el desarrollo de su territorio, promover la participación comunitaria, el mejoramiento social y cultural de sus habitantes y cumplir las demás funciones que le asignen la Constitución y las leyes”.

Los artículos 29 y 31 de la Ley 99 de 1993
, respectivamente, establecen las funciones del Director General de las Corporaciones Autónomas Regionales, y, las funciones de tales Corporaciones.

La Ley  388 de 1997, establece el marco general en el ordenamiento del territorio de los municipios y distritos; consagra principios del ordenamiento del territorial, los objetivos y acciones urbanísticas relacionadas con el ordenamiento del territorio y la intervención en los usos de suelos; señala la clasificación del suelo y los instrumentos de planificación y gestión del suelo, entre otros aspectos, incluyendo el POT y sus características.

La Ley 507 de 1999, modificó la ley 388 de 1997, en cuanto a que prorrogó el plazo consagrado en el artículo 23, relativo al POT, y determinó un marco para la elaboración de planes y esquemas de ordenamiento territorial, asignando a la Oficina de Planeación Municipal-Distrital funciones de asistencia y soporte.

En virtud de lo anterior, la Sala procede a estudiar la Ley 388 de 1997, por regular los asuntos tratados en el acto acusado. En efecto, al realizarse un análisis detallado de dicha norma “Por la cual se modifica la Ley 9 de 1989, y la Ley 2 de 1991 y se dictan otras disposiciones” se encontró que en su Capítulo III, relativo a los Planes de Ordenamiento Territorial (POT), (reglamentado por el Decreto 879 de 1998), se definió el POT; sus tipos, a saber: a) Planes de ordenamiento territorial –POT-, b) Planes básicos de ordenamiento territorial -PBOT, y, c) Esquemas de ordenamiento territorial –EOT-; así como los contenidos de cada uno; igualmente se señalaron sus componentes: general, urbano y rural; se establecieron las “Determinantes de los planes de ordenamiento territorial” (reglamentado por el Decreto 2201 de 2003); entre otros aspectos.

De igual forma, consagró la vigencia y revisión del plan de ordenamiento; y, el Consejo Consultivo de Ordenamiento, como una instancia asesora de la administración municipal o distrital en materia de ordenamiento territorial.

En su artículo 24, en lo relativo al proyecto de la concertación, señaló:

“Artículo 24º.- Instancias de concertación y consulta. El alcalde distrital o municipal, a través de las oficinas de planeación o de la dependencia que haga sus veces, será responsable de coordinar la formulación oportuna del proyecto del plan de Ordenamiento Territorial, y de someterlo a consideración del Consejo de Gobierno.

En todo caso, antes de la presentación del proyecto de plan de ordenamiento territorial a consideración del concejo distrital o municipal, se surtirán los trámites de concertación interinstitucional y consulta ciudadana, de acuerdo con el siguiente procedimiento:

1. El proyecto de Plan se someterá a consideración de la Corporación Autónoma Regional o autoridad ambiental correspondiente, para su aprobación en lo concerniente a los asuntos exclusivamente ambientales, dentro del ámbito de su competencia de acuerdo con lo dispuesto por la Ley 99 de 1993 y en especial por su artículo 66, para lo cual dispondrá de treinta (30) días; sólo podrá ser objetado por razones técnicas y fundadas en los estudios previos. Esta decisión será, en todo caso, apelable ante el Ministerio del Medio Ambiente. 

(…)” (Resalta la Sala fuera de texto)

Por su parte, tal y como se pudo observar en la transcripción del texto de la Resolución núm. DG 570 de 23 de noviembre de 2004 (acusada), mediante su expedición, la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca- CVC-, en síntesis, estableció el procedimiento a seguir ante dicha entidad para la concertación del Proyecto de Plan, Plan Básico o Esquema de Ordenamiento Territorial, a efectos de proceder a su revisión, adopción, modificación o ajuste, por lo que señaló los pasos para su presentación, radicación y en general, estableció un trámite administrativo; ello, por virtud del procedimiento ordenado en el artículo 24 transcrito, según el cual, el proyecto de Plan debe someterse a consideración de la Corporación Autónoma Regional, en este caso la CVC.

Así pues, no evidencia la Sala que la entidad demandada hubiese excedido su competencia con la expedición del acto demandado, pues a través de éste se dio cumplimiento a la Ley 388 de 1997, su Decreto Reglamentario 879 de 1998, la Ley 507 de 1999, en concordancia con las funciones que le otorgó la Ley 99 de 1993 (artículos 29 y 31).

En cuanto a las instancias, se observa que el acto acusado establece que procede recurso de reposición contra la Resolución que decida sobre el proyecto del Plan presentado para su adopción, revisión, modificación o ajuste, por consiguiente cuando el citado artículo 24 de la Ley 388 de 1997, preceptúa que el proyecto de Plan debe ser sometido a consideración de la Corporación Autónoma Regional  para su aprobación, la está facultando para establecer, como lo hizo en la Resolución atacada, el recurso de reposición, ya que a través del mismo, la CVC puede someter nuevamente a consideración sus propias decisiones, asegurándose de esta manera de efectuar una labor aún más diligente.    

Ahora bien, frente al recurso de apelación, aunque la parte actora no hace referencia al mismo, es menester para la Sala precisar, que si bien es cierto que el acto demandado no menciona su procedencia ni su improcedencia, también lo es, que la Resolución acusada, se remite tanto en su parte considerativa como en su parte resolutiva a las estipulaciones señaladas en la Ley 388 de 1997, que claramente lo consagra, por consiguiente, tampoco se vislumbra vulneración alguna frente a este aspecto.

Así las cosas, no observa la Sala, que la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca -CVC- se haya excedido en su competencia al expedir la Resolución núm. DG 570 de 2004, ni que dicho acto haya vulnerado norma Constitucional alguna, pues su contenido se dirigió única y exclusivamente a servir como  instrumento de apoyo para el cumplimiento de la Ley 388 de 1997, su Decreto Reglamentario 879 de 1998, la Ley 507 de 1999, y la Ley 99 de 1993.
En este orden de ideas, la Sala denegará las súplicas de la demanda, como en efecto se dispondrá en la parte resolutiva de esta providencia.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo  Contencioso Administrativo, Sección Primera, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

F A L L A :

PRIMERO.- DENIÉGANSE las súplicas de la demanda, de conformidad con las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO.- DEVUÉLVASE al actor la suma de dinero depositada para gastos ordinarios del proceso que no fue utilizada.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, Y CÚMPLASE.

Se deja constancia de que la anterior sentencia fue leída, discutida y aprobada por la Sala en la sesión del día 20 de junio de 2012.

MARÍA ELIZABETH GARCÍA GONZALEZ.                 MARÍA CLAUDIA ROJAS LASSO                

                          Presidenta

MARCO ANTONIO VELILLA MORENO
Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo de Estado. 
� En la sentencia comentada la Corte Constitucional estudio la demanda de inconstitucionalidad contra varios artículos de la Ley 161 de 3 de agosto de 1994 “Por la cual se organiza la Corporación Autónoma Regional del Río Grande de la Magdalena, se determinan sus fuentes de financiación y se dictan otras disposiciones”.


 





� “por la cual se crea el Ministerio del Medio Ambiente, se reordena el Sector Público encargado de la gestión y conservación del medio ambiente y los recursos naturales renovables, se organiza el Sistema Nacional Ambiental, SINA, y se dictan otras disposiciones”.








